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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

Consejera Ponente: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

Bogotá, D.C.,  once (11) de junio de dos mil catorce (2014)

Radicación: 25000232700020100018402 [19686]
Actor:  JOSÉ CIPRIANO LEÓN CASTAÑEDA 
Demandados: DISTRITO CAPITAL Y EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ EAAB- ESP 

Acción de nulidad

FALLO 

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia del 22 de junio de 2012, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que negó las súplicas de la demanda.

ACTOS DEMANDADOS
Se demandan los artículos 2 y 3 del Acuerdo Distrital 425 de 2009 y la  Resolución 1147 del 29 de diciembre de 2009, expedida por la EAAB – ESP. 

Las normas demandadas son las siguientes:

“ACUERDO 425 DE 2009

(Diciembre 22)

"Por medio del cual se establecen los factores de subsidio y los factores de aporte solidario para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo en Bogotá, Distrito Capital, para la vigencia 2010"
EL CONCEJO DE BOGOTA, DISTRITO CAPITAL,

En uso de sus facultades constitucionales, legales y reglamentarias, en especial las conferidas por los Artículos 313, 338 y 368 de la Constitución Política, el Artículo 2 del Decreto Nacional 1013 de 2005 y el parágrafo 2 del artículo 5 del Decreto Nacional 057 de 2006.

ACUERDA:

[….]
ARTÍCULO SEGUNDO. Factores de Aporte Solidario del Servicio de Acueducto y Alcantarillado: Los factores de aporte solidario para los suscriptores de los servicios públicos domiciliarios de acueducto y alcantarillado en Bogotá D.C., en la clase de uso residencial de estratos 5 y 6 y las clases de uso industrial y comercial, a cobrar en el año 2010, son:
	 
	ACUEDUCTO
	ALCANTARILLADO

	Estrato o clase de uso
	Costo del Cargo Fijo
	Consumo No Residencial
	Costo del Cargo por Consumo Básico Complementario
	Costo del Cargo por Consumo Suntuario
	Costo del Cargo Fijo
	Consumo No Residencial
	Costo del Cargo por Consumo Básico y Complementario
	Costo del Cargo por Consumo Suntuario

	Estrato 5
	124%
	N.A.
	54%
	54%
	149%
	N.A.
	50%
	50%

	Estrato 6
	174%
	N.A.
	64%
	64%
	246%
	N.A.
	60%
	60%

	Industrial
	30%
	38%
	N.A.
	N.A.
	31%
	43%
	N.A.
	N.A.

	Comercial
	50%
	50%
	N.A.
	N.A.
	50%
	50%
	N.A.
	N.A.


Nota: El costo por cargo por consumo para los suscriptores industriales y comerciales aplica para todo rango de consumo
ARTÍCULO TERCERO. Factores de Aporte Solidario del Servicio de Aseo. Los factores de aporte solidario para los suscriptores del servicio público de aseo en Bogotá D.C., en la clase de uso residencial de estratos 5 y 6 y las clases de usuarios Pequeños y Grandes Productores, a cobrar en el año 2010, son:

a. Usuarios residenciales y multiusuario residencial

	Estrato
	Porcentaje de Contribución

	Estrato 5
	50%

	Estrato 6
	60%


b. Grandes Productores

	Zona
	Porcentaje de Contribución

	Sur
	70%

	Centro
	70%

	Norte
	90%


c. Usuarios Pequeños Productores y multiusuario no residencial

	Zona
	Porcentaje de Contribución

	Norte
	50%

	Centro
	40%

	Sur
	15%


[…]"

“RESOLUCIÓN 1147 DE 2009

(Diciembre 29)

"Por la cual se establece la estructura tarifaria aplicable a los usuarios de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá – ESP, en el Distrito Capital durante el año 2010".

EL GERENTE GENERAL DE LA EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ E.S.P.,

En ejercicio de las facultades estatutarias y de la delegación efectuada por la Junta Directiva mediante el Acuerdo No 18 del 15 de diciembre de 2009, y

CONSIDERANDO:

Que mediante el Acuerdo 425 de diciembre 22 de 2009, el Concejo Distrital, en aplicación de la metodología establecida en los Decretos 1013 de 2005 y 057 de 2006 del Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, definió los siguientes factores de subsidio y aporte solidario para los servicios de acueducto y alcantarillado en el Distrito Capital aplicables en el año 2010:
Fuente Concejo de Bogotá Acuerdo 425 de diciembre 22 de 2009

[…]
	
	ACUEDUCTO
	ALCANTARILLADO


Que en mérito de lo expuesto, 

RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO.- Estructura Tarifaria. Adoptar las siguientes tarifas, en pesos colombianos de diciembre de 2009, a aplicar a los usuarios de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP, a partir del mes de enero de 2010 en el Distrito Capital:
ESTRUCTURA TARIFARIA BOGOTÁ D.C.- 2010

 de Diciembre de 2009

	ACUEDUCTO
	Tarifas de Cargo Fijo ($/Suscriptor/mes)
	Tarifas de Cargo Consumo ($/m3)
	Tarifas de Tasas ($/m3)

	Clase de uso
	
	Consumo No Residenc.
	Rango Básico
	Rango Complementario
	Rango Suntuario
	Consumo No Residenc.
	Rango Básico
	Rango Complementario
	Rango Suntuario

	Estrato 1
	1.951,90
	N.A.
	662,12
	2.207,06
	2.207,06
	N.A
	0.90
	3.01
	3.01

	Estrato 2
	3.903,80
	
	1.324,23
	2.207,06
	2.207,06
	
	1.81
	3.01
	3.01

	Estrato 3
	5.595,45
	
	1.898,07
	2.207,06
	2.207,06
	
	2.59
	3.01
	3.01

	Estrato 4
	6.506,34
	
	2.207,06
	2.207,06
	2.207,06
	
	3.01
	3.01
	3.01

	Estrato 5
	14.574,20
	
	3.398,87
	3.398,87
	3.398,87
	
	4.64
	4.64
	4.64

	Estrato 6
	17.827,37
	
	3.619,57
	3.619,57
	3.619,57
	
	4.94
	4.94
	4.94

	Comercial
	9.759,51
	3.310,59
	N.A
	N.A
	N.A
	4.52
	N.A
	N.A
	N.A


	ALCANTARILLADO
	Tarifas de Cargo Fijo ($/Suscriptor/mes)
	Tarifas de Cargo Consumo ($/m3)
	Tarifas de Tasas ($/m3)

	Clase de uso
	
	Consumo No Residenc.
	Rango Básico
	Rango Complementario
	Rango Suntuario
	Consumo No Residenc
	Rango Básico
	Rango Complementario
	Rango Suntuario

	Estrato 1
	994,61
	N.A
	414.05
	1.380,17
	1.380,17
	N.A
	12,41
	41,36
	41,36

	Estrato 2
	1.989,22
	
	828,10
	1.380,17
	1.380,17
	
	24,82
	41,36
	41,36

	Estrato 3
	2.917,52
	
	1.212,55
	1.380,17
	1.380,17
	
	36,40
	41,36
	41,36

	Estrato 4
	3.315,36
	
	1.380,17
	1.380,17
	1.380,17
	
	41,36
	41,36
	41,36

	Estrato 5
	8.255,24
	
	2.070,25
	2.070,25
	2.070,25
	
	62,04
	62,04
	62,04

	Estrato 6
	11.471,14
	
	2.208,27
	2.208,27
	2.208,27
	
	66,18
	66,18
	66,18

	Comercial
	4.973,04
	2.070,25
	N.A
	N.A
	N.A
	62,04
	N.A
	N.A
	N.A


ARTÍCULO SEGUNDO.- Indexación. Los valores tarifarios contemplados en el artículo anterior se expresan en pesos colombianos de diciembre de 2009 y se indexarán de conformidad con las normas vigentes expedidas para el efecto por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico.
ARTÍCULO TERCERO.- Vigencia y Derogatoria. La presente resolución rige a partir de su publicación y deroga las disposiciones que se sean contrarias en especial la Resolución 1311 de diciembre 26 de 2008 expedida por la EAAB-ESP y la Resolución 960 del 10 de noviembre de 2009.” 

DEMANDA

JOSÉ CIPRIANO LEÓN CASTAÑEDA, en ejercicio de la acción instituida en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, solicitó la nulidad de los artículos 2 y 3 del Acuerdo 425 de 2009, proferido por el Concejo de Bogotá D.C., “Por medio del cual se establecen los factores de subsidio y los factores de aporte solidario para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo en Bogotá, Distrito Capital, para la vigencia 2010” y de la Resolución 1147 del 29 de diciembre de 2009 expedida por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, “Por la cual se establece la estructura tarifaria aplicable a los usuarios de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá –ESP, en el Distrito Capital durante el año 2010”.

Invocó  como normas violadas, las siguientes:

· Artículo 367 de la  Constitución Política.

· Artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994.

· Artículo 2 de la Ley 632 de 2000.

El concepto de violación se sintetiza así:
Con fundamento en el artículo 367 de la Constitución Política, el régimen tarifario y los criterios de costo de solidaridad y  redistribución del ingreso deben fijarse por ley.

Los actos acusados se fundamentaron en el Decreto 057 de 2006 que fue declarado nulo y vulneran los artículos 89.1 de la Ley 142 de 1994 y 2 de la Ley 632 de 2000, que limitan al 20% el incremento del factor de aporte solidario para determinados usuarios.  En consecuencia, también desconocen el artículo 367 de la Constitución Política, que señala que el régimen tarifario y de solidaridad y redistribución del ingreso debe ser fijado por ley.

El Acuerdo 425 del 22 de diciembre de 2009 estableció los factores de subsidio y de aporte solidario para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo en Bogotá. Para la vigencia 2010, dicha norma aprobó como porcentajes de contribución los siguientes: el 50% para el estrato 5; el 60% para el estrato 6 y entre el 70% y 90% para grandes productores.

Para el estrato 5, el acuerdo acusado determinó costos fijos del 124% y costos de consumo básico del 54%, para el servicio de acueducto. Además, determinó costos fijos de 149%  y costos de consumo básico del 50%, para  el servicio de alcantarrillado.

Asimismo, para el estrato 6 señaló costos fijos del 174%  y costos de consumo básico del 64% para el servicio de acueducto. Y, determinó un costo fijo del  246% y un costo de consumo básico del 60% de consumo básico para el servicio de alcantarillado.

Los anteriores porcentajes de cargo fijo y costos del consumo, tanto en acueducto como en alcantarillado, superan el máximo límite fijado en los artículos 89.1 de la Ley 142 de 1994 y 2 de la Ley 632 de 2000, que es del 20% para estratos 5 y 6.

A su vez, mediante la Resolución 1147 del 29 de diciembre de 2009, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá se acogió al incremento de cobro de costos fijos y consumos para los citados estratos y zonas comerciales determinados en el Decreto 57 de 2006.

En conclusión, los artículos 89.1 de la Ley 142 de 1994 y  2 de la Ley 632 de 2000 fijan límites del 20% para el costo de los servicios de acueducto y alcantarillado y tales límites fueron desconocidos por el Acuerdo 425 de 2009 del Concejo de Bogotá y la Resolución 1147 de 2009 de la EAAB.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El Distrito Capital se opuso a las pretensiones de la demanda, con fundamento en lo siguiente:
El Acuerdo 425 de 2009 se basó específicamente en la metodología establecida en el artículo 2º del Decreto 1013 de 2005.  El Decreto  057 de 2006 se limitaba a complementar la metodología del Decreto 1013 de 2005 en tres aspectos puntuales: (i) el establecimiento de porcentajes mínimos que los usuarios de estratos residenciales 5 y 6 y comerciales e industriales tenían que pagar sobre la factura, a título de aportes de solidaridad;  (ii) la creación y manejo de una bolsa común relacionada con la distribución de los recursos provenientes de la aplicación del aporte solidario mínimo entre los diversos usuarios acreedores en alguno de los municipios con una sola empresa de servicios públicos domiciliarios y (iii) la orden a las empresas prestadoras de los servicios de acueducto y alcantarillado de asumir el déficit que pudiera presentarse cuando no existiera equilibrio entre aportes solidarios y subsidios. 

Precisamente estos tres aspectos fueron los que el Consejo de Estado anuló y en la práctica no tuvieron incidencia en el establecimiento de las tarifas en el Distrito Capital. 

Además de anular los artículos 3 y 7 del Decreto 057 de 2006, el Consejo de Estado reiteró que el Decreto 1013 de 2005 fue expedido por el Gobierno Nacional en desarrollo del artículo 2º de la Ley 632 de 2000 para establecer la metodología para la determinación del equilibrio entre los subsidios y las contribuciones para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo. Entonces, la metodología existe y se encuentra vigente en el Decreto 1013 de 2005.
La Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá se opuso a las pretensiones de la demanda, con fundamento en lo siguiente:

El porcentaje del aporte solidario no tiene tope legal 

El artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994 estableció  un límite del 20% del aporte solidario a cargo de los usuarios residenciales de estratos socioeconómicos 5 y 6 y de los usuarios industriales y comerciales.

Sin embargo, el artículo 2º de la Ley 632 de 2000 dejó sin fundamento este tope al señalar que: “…para las entidades prestadoras de estos servicios, el factor a que se refiere el artículo 89.1 de la Ley  142 de 1994 se ajustará al porcentaje necesario para asegurar que el monto de las contribuciones sea suficiente para cubrir los subsidios que se apliquen, de acuerdo con los límites establecidos en dicha ley, y se mantenga el equilibrio.
A su vez, en desarrollo de las facultades del artículo 2 de la Ley 632 de 2000, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1013 de  2005, que estableció la metodología para fijar el monto del aporte solidario.  Y, mediante el artículo 3 del Decreto 057 de 2006, fijó los montos mínimos de los aportes solidarios.
El citado artículo fue anulado por el Consejo de Estado, mediante sentencia del 25 de marzo de 2010, exp 16078, de tal forma que dichos niveles mínimos de factor de aporte solidario desaparecieron.

En consecuencia, actualmente no existe límite al que deba someterse la autoridad competente para fijar el valor de los aportes que se cobran a los usuarios residenciales de estratos 5 y 6 y los usuarios comerciales e industriales. 

Por tanto,  la autoridad competente fija el monto requerido para lograr el equilibrio entre aportes y subsidios, tomando en cuenta únicamente el costo del servicio y los recursos de que dispone el respectivo distrito o municipio en el fondo de solidaridad y redistribución para entregar los subsidios.

La metodología para determinar el equilibrio entre aportes y subsidios existe y está vigente 

En desarrollo de las facultades consagradas en el inciso 2º  del artículo 2º de la Ley 632 de 2000, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1013 del 4 de abril de 2005. El artículo 2º del citado decreto previó  la metodología para la determinación del equilibrio entre aportes y subsidios.

Asimismo, el Acuerdo Distrital 425 de 2009 se basó en la metodología del Decreto 1013 de 2005, norma que se encuentra vigente.

El Decreto 057 de 2006 se limitó a complementar la metodología prevista en el Decreto 1013 de 2005 en tres aspectos concretos: i) el establecimiento de porcentajes mínimos que los usuarios de estratos residenciales 5 y 6 y comerciales e industriales, tenían que pagar sobre la factura,  a título de aportes de solidaridad (art 3º); ii) la creación y manejo de una “bolsa común”, relacionada con la distribución de los recursos provenientes de la aplicación del aporte solidario mínimo entre los diversos usuarios acreedores de ellos, en alguno de los municipios con una única empresa de servicios públicos domiciliarios (art. 4º) y iii) la orden a las empresas prestadoras de los servicios de acueducto y alcantarillado de  asumir el déficit que pudiera presentarse cuando no existiera equilibrio entre los aportes solidarios y subsidios (art. 7º).

Estos tres elementos fueron anulados y no tuvieron incidencia en el establecimiento de las tarifas del Distrito Capital, toda vez que a partir de la sentencia del 25 de marzo de 2010, proferida por el Consejo de Estado, exp 16078, dejaron de aplicarse los niveles mínimos del factor solidario del Decreto 057 de 2006.

Los concejos municipales están facultados para fijar el valor de los aportes solidarios con sujeción a la metodología del Decreto 1013 de 2005 

El Consejo de Estado anuló los artículos 3º y 7º del Decreto 057 de 2006 y dejó sin aplicabilidad el artículo 4 ibídem. Sin embargo, continuó vigente la metodología para establecer el monto de los aportes, establecida en el Decreto 1013 de 2005, sobre la que se fundamentaron las decisiones que se atacan.

SENTENCIA APELADA

El Tribunal negó las súplicas de la demanda. Los fundamentos de la decisión se resumen así:
El Consejo de Estado anuló los artículos 3 y 7 del Decreto 057 de 2006, porque el Gobierno Nacional no tiene competencia para determinar directamente los factores de contribución de solidaridad, comoquiera que dicha función es privativa del Congreso de la República y de las corporaciones de elección popular.

El a quo resaltó lo siguiente:

· Corresponde al legislador y a las corporaciones de elección popular, establecer los elementos que configuran el tributo y las entidades competentes para fijar las tarifas de los servicios públicos domiciliarios.

· El régimen tarifario debe guiarse por criterios de costos, solidaridad y redistribución de los ingresos.

· Los concejos municipales deben crear fondos de solidaridad y redistribución de ingresos para  dar subsidios a los usuarios de los estratos 1, 2 y 3.

· En las facturas de los estratos 5 y 6 y de los usuarios industriales y comerciales debe distinguirse el valor del servicio y el factor que se aplica para el otorgamiento de subsidios. 

· El factor del subsidio debe ajustarse al porcentaje necesario para asegurar que el monto de las contribuciones sea suficiente para cubrir los subsidios que se apliquen y mantener el equilibrio de las contribuciones y los subsidios.

· El Gobierno Nacional debe establecer la metodología para la determinación del equilibrio entre las contribuciones y los subsidios.

De acuerdo con lo anterior, los concejos municipales son los competentes para fijar el monto del aporte solidario a cargo de los usuarios de estratos 5 y 6 y los usuarios comerciales e industriales, con base en las pautas que defina el Gobierno Nacional al establecer la metodología para calcular los ingresos y las contribuciones proyectadas para sufragar los gastos que requiere la prestación del servicio a los estratos objeto de subsidio, de manera que se llegue al equilibrio esperado.
El Acuerdo 425 de 2009 definió los factores de subsidio y aporte solidario para los servicios de acueducto y alcantarillado en el Distrito Capital para el 2010, con base en la metodología establecida en el Decreto 1013 de 2005. 

Por su parte, la Resolución 1147 de 2009 de la EAAB aplicó los factores de subsidio y aportes establecidos en el citado acuerdo y determinó  las tarifas de cargo mínimo y consumo para los usuarios residenciales de todos los estratos y para los usuarios industriales y comerciales. En consecuencia, no se observa falta de competencia en la expedición de los actos demandados.

Si lo que pretende la Ley 632 de 2000 es lograr un equilibrio entre la contribución y el subsidio, no deben existir límites para el factor de la contribución, puesto que un tope, máximo o mínimo, eventualmente impediría llegar al equilibrio deseado entre la contribución y el subsidio, con la consecuencia de que se presente un faltante, que debe ser sufragado por la correspondiente empresa de servicios públicos, como lo establecía el Decreto 057 de 2006, norma declarada nula, en este aspecto, por el Consejo de Estado.

Le asiste razón al demandado cuando sostiene que el Acuerdo 425 de 2009 se basó en la metodología del Decreto 1013 de 2005, con base en el cual el Concejo de Bogotá puede fijar el factor de contribución, con el fin de lograr el equilibrio entre aportes y subsidios.

Con la declaratoria de nulidad de los artículos 3 y 7 del Decreto 057 de 2006 se dejaron sin vigencia: 1. El establecimiento de porcentajes mínimos para los usuarios sujetos a los aportes de subsidio, 2. La bolsa común para la distribución de los aportes de subsidio en el caso de una empresa que presta servicios públicos a usuarios de varios municipios y 3. La obligación de la empresa prestadora del servicio público de asumir el déficit en caso de no obtenerse el equilibrio entre aportes y subsidios.  En particular, la declaratoria de nulidad de la última medida ratifica que no debe existir déficit, comoquiera que las proyecciones que realice la empresa, que dan lugar a la determinación del factor de la contribución para el subsidio, deben garantizar el equilibrio perseguido en el artículo 2 de la Ley 632 de 2000.

El Acuerdo 425 de 2009 se fundamentó tanto en el Decreto 1013 de 2005, como en el parágrafo 2 del artículo 5 del Decreto 057 de 2006, norma que está vigente. Por tanto, el Concejo dio cumplimiento a los fines perseguidos por la Ley 632 de 2000 y tuvo en cuenta  las directrices del Decreto 1013 de 2005. 

Además, de acuerdo con el auto de 26 de mayo de 2011 del Consejo de Estado, por el cual se revocó la suspensión provisional de los actos demandados, el Acuerdo 425 de 2009 se sustenta, entre otras normas, en el parágrafo 2 del artículo 5 del Decreto 057 de 2006, precepto que no fue anulado. 

El parágrafo 2 del artículo 5 del Decreto 057 de 2006 contiene una disposición de carácter transitorio, aplicable durante el tránsito entre el Decreto 1013 y el Decreto 056; es decir, entre los años 2005 y 2006. En consecuencia, el hecho de que el Acuerdo 425 de 2009 se sustente en el parágrafo 2 del artículo 5 del Decreto 057 de 2006 no tiene ninguna incidencia sobre la legalidad del acuerdo, toda vez que se trataba de una norma de carácter transitorio, que no resulta aplicable al año 2010. 

Igualmente,  la Resolución 1147 de 2009, emanada de la EAAB, se limitó a aplicar los factores establecidos en el Acuerdo 425 de 2009 a la estructura tarifaria correspondiente y, por ende, debe seguir la misma suerte del acuerdo que desarrolla.    

 RECURSO DE APELACIÓN

El demandante fundamentó el recurso de apelación así:

El Tribunal no tuvo en cuenta que el factor de aporte solidario a que alude el artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994, en concordancia con los artículos 2 de la Ley 632 de 2000 y 2º numeral 5º del Decreto 1013 de 2005, tiene como límite del 20% del valor del servicio y que el faltante del subsidio debe ser financiado con los recursos de los fondos de solidaridad y redistribución de ingresos y por el presupuesto del Distrito Capital, para lo cual el Concejo debe aprobar el respectivo acuerdo.
Lo anterior significa que el subsidio para los estratos 1, 2 y 3, no puede ser financiado con el aumento del límite del 20% de aporte solidario que deben pagar los estratos 5 y 6 y los sectores comercial e industrial.

Las normas demandadas superan el límite que fija el artículo 89.1.de la Ley 142 de 1994 y vulneran tanto este precepto como el artículo 2 de la Ley 633 de 2000.

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
La demandante reiteró los argumentos expuestos en el recurso de apelación.

El Distrito Capital reiteró los planteamientos de la contestación de la demanda e insistió en los siguientes argumentos:

El fundamento  del Acuerdo 425 de 2009 es la Ley 632 de 2000 y el Decreto 1013 de 2005, por lo cual la referencia que en dicho acuerdo se hace al Decreto 057 de 2006  no vicia su contenido.

El tope máximo de los aportes solidarios que establecía el artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994 fue modificado por el artículo 2º de Ley 632 de 2000, que ordenó fijar los factores de aporte solidario en el nivel necesario para lograr el equilibrio entre subsidios y contribuciones.

Los factores de aporte solidario adoptados en el Acuerdo 425 de 2009 son los necesarios para lograr el equilibrio entre los subsidios y las contribuciones, como lo ordena el artículo 2º de la Ley  632 de 2000.

La Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá reiteró  que actualmente no existe límite para fijar el valor de los aportes que se cobran a los usuarios residenciales de estratos 5 y 6 y a los usuarios comerciales e industriales. Por tanto, los concejos fijan el monto requerido para lograr el equilibrio entre aportes y subsidios, tomando en cuenta únicamente el costo del servicio y los recursos propios de que dispone el respectivo distrito o municipio en el Fondo de Solidaridad y Redistribución para entregar los subsidios.

El Ministerio Público solicitó que se confirme la sentencia apelada, por las siguientes razones:
El numeral 89.1 del artículo 89 de la Ley 142 de 1994 creó un factor máximo de subsidio o de aporte solidario para los usuarios de los servicios públicos domiciliarios pertenecientes a los estratos socioeconómicos 1, 2 y 3. Ese factor corresponde al 20% del valor del servicio público y se incluye en la factura de cobro del respectivo servicio. 

No obstante lo anterior, el inciso 3º del artículo 2º de la Ley 632 de 2000 subrogó la anterior norma, al establecer que dicho factor, con su límite, se ajustaría al porcentaje necesario para garantizar que el monto de las contribuciones fuese suficiente para cubrir los subsidios, de acuerdo con los límites establecidos en dicha ley y con la finalidad esencial de preservar el equilibrio entre los subsidios y las contribuciones.

El Decreto 1013 de 2005 no indicó ninguna cifra de ajuste, como hubiese podido hacerlo de acuerdo con el artículo 2 inc. 3 de la Ley 632 de 2000, mientras que el Decreto 057 de 2006, llevó a cabo tal facultad y por ello fue demandado.

Lo anterior resulta contradictorio, pues corresponde a los concejos señalar el porcentaje de la contribución, como en efecto lo hizo en el artículo 3 de la norma acusada, porque no hace más que desarrollar la facultad conferida por el legislador de efectuar los ajustes necesarios para obtener los recursos que permitan mantener el equilibrio entre contribuciones y subsidios.

En consecuencia, no es aceptable la interpretación del demandante en el sentido de que el límite que señala la ley se refiere al 20% del valor del servicio para los estratos 5 y 6, pues el inciso 3º del artículo 2º de la Ley 632 de 2000  es expreso al cambiar dicho monto por el porcentaje necesario para mantener el equilibrio entre el subsidio y el factor de aporte para los estratos 5, 6 y el sector comercial. 

La utilización de factores superiores al 20% en las normas demandadas no resulta contradictoria con el espíritu de la norma, dado que se utilizó el método para determinar el valor que debe pagar el contribuyente, de conformidad con las características de los servicios y el monto de los subsidios que se pretenden implementar para el año 2010, por lo cual se busca aplicar el principio de solidaridad para lograr mayor equidad en la distribución de los correspondientes valores. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

En los términos del recurso de apelación interpuesto por el demandante, la Sala decide sobre la legalidad de los artículos 2 y 3 del Acuerdo Distrital 425 de 2009 y de la Resolución 1147 del 29 de diciembre de 2009, expedida por la EAAB – ESP.
El apelante sostiene que el a quo no tuvo en cuenta que de acuerdo con el artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994, en concordancia con los artículos  2º de la Ley 632 de 2000 y 2º numeral 5º del Decreto 1013 de 2005, el límite máximo de aporte de factor solidario para los estratos 5 y 6 y los sectores industrial y comercial es del 20% y que el faltante debe ser cubierto por los fondos de solidaridad y redistribución de ingresos y con el presupuesto del Distrito Capital, para lo cual el Concejo debe aprobar el respectivo acuerdo.
Al respecto la Sala precisa lo siguiente: 

El artículo  89 [ num 89.1] de la Ley 142 de 1994 dispone que:

“Artículo  89.   Aplicación de los criterios de solidaridad y redistribución de ingresos. Las comisiones de regulación exigirán gradualmente a todos quienes prestan servicios públicos que, al cobrar las tarifas que estén en vigencia al promulgarse esta Ley, distingan en las facturas entre el valor que corresponde al servicio y el factor que se aplica para dar subsidios a los usuarios de los estratos 1 y 2. Igualmente, definirán las condiciones para aplicarlos al estrato 3.
Los concejos municipales están en la obligación de crear "fondos de solidaridad y redistribución de ingresos", para que al presupuesto del municipio se incorporen las transferencias que a dichos fondos deberán hacer las empresas de servicios públicos, según el servicio de que se trate, de acuerdo con lo establecido en el artículo 89.2 de la presente Ley. Los recursos de dichos fondos serán destinados a dar subsidios a los usuarios de estratos 1, 2 y 3, como inversión social, en los términos de esta Ley. A igual procedimiento y sistema se sujetarán los fondos distritales y departamentales que deberán ser creados por las autoridades correspondientes en cada caso.
89.1. Se presume que el factor aludido nunca podrá ser superior al equivalente del 20% del valor del servicio y no podrán incluirse factores adicionales por concepto de ventas o consumo del usuario. Cuando comiencen a aplicarse las fórmulas tarifarias de que trata esta Ley, las comisiones sólo permitirán que el factor o factores que se han venido cobrando, se incluyan en las facturas de usuarios de inmuebles residenciales de los estratos 5 y 6, y en las de los usuarios industriales y comerciales. Para todos estos, el factor o factores se determinará en la forma atrás dispuesta, se discriminará en las facturas, y los recaudos que con base en ellos se hagan, recibirán el destino señalado en el artículo 89.2 de esta Ley. 
[…]”(Subraya la Sala)
El numeral 89.1 del artículo 89 de la Ley 142 de 1994 crea un factor máximo de subsidio o de aporte solidario para los usuarios de los servicios públicos domiciliarios pertenecientes a los estratos socioeconómicos 1, 2 y 3. Ese factor corresponde al 20% del valor del servicio público y se incluye en la factura de cobro del respectivo servicio. 

En sentencia C-252 de 1997, la Corte Constitucional declaró exequible el artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994. Al efecto, señaló que “el criterio de "solidaridad y redistribución", se actualiza con ocasión del pago de los servicios que corresponde hacer a los consumidores de los estratos 5 y 6, a los cuales en las facturas respectivas se les liquida el valor del servicio más un factor adicional, no superior al 20%, que se destina a los "fondos de solidaridad y redistribución de ingresos". El objetivo de los mencionados fondos, que se crean en cada municipio por parte de los concejos municipales, no es otro que el de financiar en alguna medida los subsidios que absorben parte de la tarifa que deben cancelar los usuarios de los estratos 1,2 y 3”.

El artículo 2º de la Ley 632 de 2000, “por la cual se modifican parcialmente las Leyes 142, 143 de 1994, 223 de 1995 y 286 de 1996”, dispuso:
“Artículo  2o. Subsidios y contribuciones para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo. Las entidades prestadoras de estos servicios deberán alcanzar los límites establecidos en el artículo 99.6 de la Ley 142 de 1994, en materia de subsidios, en el plazo, condiciones y celeridad que establezca, antes del 28 de febrero de 2001, la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico. En ningún caso, el período de transición podrá exceder el 31 de diciembre del año 2005 ni el desmonte de los subsidios realizarse en una proporción anual inferior a la quinta parte del desmonte total necesario.

En todo caso, una vez superado el período de transición aquí establecido no se podrán superar los factores máximos de subsidios establecidos en la Ley 142 de 1994.
 Para las entidades prestadoras de estos servicios, el factor a que se refiere el artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994 se ajustará al porcentaje necesario para asegurar que el monto de las contribuciones sea suficiente para cubrir los subsidios que se apliquen, de acuerdo con los límites establecidos en dicha ley, y se mantenga el equilibrio. Las entidades prestadoras destinarán los recursos provenientes de la aplicación de este factor para subsidios a los usuarios atendidos por la entidad, dentro de su ámbito de operaciones. El Gobierno Nacional establecerá la metodología para la determinación de dicho equilibrio.” (Subraya la Sala)
De esta forma, el artículo 2º de la Ley 632 de 2000 precisó que con posterioridad al 31 de diciembre de 2005 no se podrán superar los factores máximos de subsidios establecidos en la Ley 142 de 1994, dentro de los cuales está el 20% para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo
.
Ahora bien, el  numeral 5º del artículo 2º del Decreto 1013 de 2005
, expedido con fundamento en el artículo 2 de la Ley 633 de 2000, señala lo siguiente:

“Artículo  2°. Metodología para la determinación del equilibrio. La presente metodología deberá llevarse a cabo cada año para asegurar que para cada uno de los servicios, el monto total de las diferentes clases de contribuciones sea suficiente para cubrir el monto total de los subsidios que se otorguen en cada Municipio o Distrito por parte del respectivo concejo municipal o distrital, según sea el caso, y se mantenga el equilibrio. Esta metodología corresponde a la descrita en los siguientes numerales:
“…

5. Recibida por parte del alcalde municipal o distrital la solicitud o solicitudes de que trata el numeral anterior, procederá a analizarlas y a preparar un proyecto consolidado sobre el particular para ser presentado a discusión y aprobación del concejo municipal o distrital, quien, conjuntamente con la aprobación del presupuesto del respectivo ente territorial, definirá el porcentaje de aporte solidario necesario para solventar dicho faltante, teniendo en consideración prioritariamente los recursos con los que cuenta y puede contar el municipio o distrito en el Fondo de Solidaridad y Redistribución de Ingresos, con base en las fuentes de recursos para contribuciones señaladas en el artículo 3° del Decreto 849 de 2002 y demás normas concordantes.
[…]”(Subraya la Sala)

Así, de acuerdo con los artículos 2 de la Ley 632 de 2000 y 2 numeral 5 del Decreto 1013 de 2005, aun cuando el factor de subsidio o aporte solidario debe ajustarse  para asegurar el equilibrio entre el monto de las contribuciones y los subsidios, siempre deben respetarse los factores máximos de subsidios establecidos en la Ley 142 de 1994, entre los cuales, se reitera, está el 20% para los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y aseo
.  Además, ese ajuste tiene carácter temporal, según se precisa más adelante.
De otra parte, si existe un faltante de recursos para atender los subsidios, éste debe ser atendido primero por los fondos de solidaridad y redistribución de ingresos previstos en el artículo 89 de la Ley 142 de 1994
 y en caso de ser insuficientes para atender la totalidad de los subsidios necesarios, la diferencia debe ser cubierta con otros recursos de los presupuestos de las entidades del orden municipal, distrital, departamental o nacional, según lo prevé el  artículo 7 de la Ley 632 de 2000
.

Ahora bien, el Acuerdo 425 de  22 de diciembre de 2009  estableció los factores de subsidio y los factores de aporte solidario para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo en Bogotá, Distrito Capital, para la vigencia 2010. 
El artículo 2 del Acuerdo 425 de 2009 fijó los factores de aporte solidario a cargo de los usuarios de los servicios públicos de acueducto y alcantarillado de los estratos 5 y 6 y de los sectores industrial y comercial.

Así, para el estrato 5, determinó costos fijos del 124% y costos de consumo básico del 54%, para el servicio de acueducto. Además, señaló costos fijos de 149%  y costos de consumo básico del 50%, para  el servicio de alcantarillado.

Para el estrato 6, señaló costos fijos del 174%  y costos de consumo básico del 64% para el servicio de acueducto. Y, determinó un costo fijo del  246% y un costo de consumo básico del 60% para el servicio de alcantarillado.

Por su parte, el artículo 3 del acuerdo demandado fijó los factores de aporte solidario para el servicio público de aseo. Así, determinó  el 50% como porcentaje de contribución para el estrato 5; el 60%,  para el estrato 6 y entre el 70% y 90% para grandes productores. 

Asimismo, por Resolución 1147 de 2009 de la EEAB  se dio cumplimiento al Acuerdo 425 de 2009 y para el año 2010 se fijaron las tarifas de cargo fijo, cargo de consumo y tasas  para los usuarios de los servicios de acueducto y alcantarillado en el Distrito Capital.

Según los demandados, el Acuerdo 425 de 2009 se expidió con base en la metodología del Decreto 1013 de 2005, que permite fijar el factor de contribución sin límite alguno, con el fin de lograr el equilibrio entre aportes y subsidios. 

Igualmente, señalan que el límite del 20% a que se refiere el artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994 fue eliminado por el artículo 2 inciso 3 de la Ley 632 de 2000, pues dicha norma dispuso que el aporte solidario debe ajustarse en el porcentaje necesario para mantener el equilibrio entre el subsidio y el factor de aporte para estratos 5, 6 y sector comercial. 
Al respecto, se reitera que si bien de acuerdo con dicha norma y el artículo 2 numeral 5 del Decreto 1013 de 2005, el factor de subsidio o aporte solidario debe ajustarse  para asegurar el equilibrio entre el monto de las contribuciones y los subsidios, para lograr dicho ajuste deben respetarse los factores máximos de subsidios establecidos en la Ley 142 de 1994.  

También es importante precisar que el inciso tercero del artículo 2 de la Ley 632 de 2000 tiene carácter temporal y debe interpretarse en armonía con lo dispuesto en los incisos primero y segundo del mismo artículo, según los cuales las entidades prestadoras de servicios de acueducto, alcantarillado y aseo deben  alcanzar los límites establecidos en el artículo 99.6 de la Ley 142 de 1994
, en materia de subsidios, antes del 31 de diciembre de 2005 y expresamente el inciso segundo de la norma señala que “una vez superado el período de transición aquí establecido no se podrán superar los factores máximos de subsidios establecidos en la Ley 142 de 1994”. El límite máximo de aporte para los estratos 5 y 6 y los usuarios industriales y comerciales es del 20%, que define el artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994.

Cabe anotar que la transición mencionada fue reconocida por la Resolución CRA 153 del 23 de enero de  2001 de la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico
, norma que señaló lo siguiente:

“Artículo 1°. Adicionar al Título 1 de la Resolución CRA 151 de 2001, en su Sección 1.3.19, los siguientes artículos:
Artículo 1.3.19.3. Plazos, condiciones y celeridad para alcanzar los límites establecidos en la Ley 142 de 1994. Las entidades prestadoras de los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y aseo alcanzarán los límites establecidos en la Ley 142 de 1994 en materia de subsidios a más tardar el 31 de diciembre del año 2005.
Artículo 1.3.19.4. Plan de transición. El plan de transición de las entidades prestadoras de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo se ampliará hasta el 31 de diciembre del año 2005 en los cargos fijos de todos los estratos y sectores y en el consumo básico del sector residencial, así como en las tarifas del servicio de aseo, sin perjuicio de que las entidades mencionadas puedan alcanzar las tarifas meta antes de esa fecha.
A su vez, en la Resolución CRA 151 del 28 de febrero de  2001
 la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico precisó que al finalizar el periodo de transición las contribuciones de solidaridad deberán ajustarse de manera que al final del período de transición sean máximo del 20% así: 

“Artículo 1.3.19.2 Contribución de solidaridad. Las personas que presten los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, que tengan contribuciones de solidaridad por encima del 20%, podrán mantenerlos para los sectores y estratos objeto de la contribución, por razones de suficiencia financiera para atender los subsidios de los usuarios de menores ingresos.

Por la misma razón y para los mismos sectores y estratos, las personas prestadoras en cuyas tarifas no existen factores de contribución de solidaridad, podrán establecerlos hasta un valor máximo del 50% del costo medio.

En ambos casos las contribuciones de solidaridad deberán ajustarse de manera que al final del período de transición sean máximo del 20%.” (Subraya la Sala).

El período de transición también fue reconocido en Concepto 28511 del 14 de junio de 2005 de  la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, pues señaló que:

“[…]
En consecuencia y de acuerdo con lo contemplado tanto en la Ley 142 de 1994, en la 632 de 2000 como en la regulación expedida para estos por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, se entiende que:

1. El período de transición (desmonte de subsidios) no puede exceder el 31 de diciembre de 2005 y el desmonte de los mismos no se puede realizar en una proporción anual inferior a la quinta parte del desmonte total necesario.

A la fecha y hasta el 31 de diciembre de 2005, pueden existir contribuciones de solidaridad por encima del 20%, pues aún está operando el desmonte de los subsidios de que trata tanto la Ley 142 de 1994, modificada por la Ley 632 de 2000. En este orden de ideas, el factor del 20% a que se refiere el artículo 89.1 de la Ley de Servicios Públicos Domiciliarios, lo pueden ajustar los prestadores de los servicios

públicos domiciliarios de Acueducto, Alcantarillado y aseo, al porcentaje necesario para asegurar que el monto de las contribuciones sea suficiente para cubrir los subsidios que se apliquen, de acuerdo con los

límites establecidos en dicha ley, y se mantenga el equilibrio.

3. Una vez transcurrido el período de transición (diciembre 31 de 2005) no se podrán superar los factores máximos de subsidios establecidos en la Ley 142 de 1994. De otro lado el pasado 4 de abril, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial expidió el Decreto 1013 de 2005 Por el cual se establece la metodología para la determinación del equilibrio entre los subsidios y las contribuciones para los servicios públicos domiciliarios de Acueducto, Alcantarillado y Aseo.

El mencionado Decreto determina la metodología que deberá llevarse a cabo cada año para asegurar que para cada uno de los servicios, el monto total de las diferentes clases de contribuciones sea suficiente para cubrir el monto total de los subsidios que se otorguen en cada Municipio o Distrito por parte del respectivo concejo municipal o distrital, según sea el caso, y se mantenga el equilibrio”. (Subraya la Sala)

Toda vez  que el periodo de transición finalizó en el año 2005; que el Acuerdo 425 de 2009 estableció los factores de subsidio y de aporte solidario para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo en Bogotá, Distrito Capital, para la vigencia 2010  y que, en cumplimiento de dicho acuerdo, la Resolución 1147 de 2009 de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá EEAB- ESP fijó la estructura tarifaria aplicable a los usuarios de dicha empresa para esa misma vigencia, es evidente que dicha regulación está por fuera del periodo de transición que finalizó en 2005. En consecuencia, los factores de subsidio y los factores de aporte solidario establecidos en dichas normas deben ajustarse a los parámetros contemplados en el artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994
.

Cabe precisar que el hecho de que exista un faltante de recursos del aporte para subsidiar los estratos 1, 2 y 3 no justifica que pueda desconocerse el límite del artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994, como lo entienden los demandados, pues este faltante debe ser cubierto por los fondos de solidaridad y redistribución de ingresos y si estos recursos son insuficientes,  la diferencia debe ser cubierta con otros recursos de los presupuestos de las entidades de los órdenes nacional, departamental, distrital o municipal. 

De acuerdo con lo expuesto, es evidente que los artículos 2 y 3 del Acuerdo Distrital 425 de 2009 y la Resolución 1147 del 29 de diciembre de 2009, expedida por la EAAB – ESP,  desconocieron el tope máximo del 20% consagrado en el artículo 89.2 de la Ley 142 de 1994 y ratificado por el artículo 2 de la Ley 632 de 2000.  

Sin embargo, comoquiera que los municipios pueden fijar los factores de aporte solidario dentro de los límites máximos fijados en la ley, previa modificación del numeral primero de la parte resolutiva del fallo apelado,  la Sala niega la nulidad de las normas demandadas, siempre y cuando se entienda que conforme con los artículos  89 [ num 89.1] de la Ley 142 de 1994 y 2 de la Ley 632 de 2000,  el factor de aporte solidario para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo es el 20% del valor del respectivo servicio público
. También modifica la sentencia apelada para suprimir el numeral segundo de la parte resolutiva, dado que ordena comunicar la sentencia al Alcalde y al Presidente del Concejo de este municipio, pues dicha orden carece de sentido. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
F A L L A

MODIFÍCASE el numeral primero de la parte resolutiva de la sentencia apelada, que queda así:
1. NIÉGASE la nulidad de los  artículos 2 y 3 del Acuerdo Distrital 425 de 2009, proferido por el Concejo de Bogotá Distrito Capital y de la Resolución 1147 del 29 de diciembre de 2009, expedida por la EAAB – ESP, siempre y cuando se entienda que el factor de aporte solidario para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo es el 20% del valor del respectivo servicio público.
2. Se suprime el numeral segundo de la parte resolutiva de la sentencia apelada.
Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.

La anterior providencia fue considerada y aprobada en sesión de la fecha

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ 

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS
                Presidente 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA
CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ                                    
� Sentencia de 25 de julio de 2013, exp 19547


� Por el cual se establece la metodología para la determinación del equilibrio entre los subsidios y las contribuciones para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo.





� Sentencia de 25 de julio de 2013, exp 19547 


�Artículo  89.   […]


Los concejos municipales están en la obligación de crear "fondos de solidaridad y redistribución de ingresos", para que al presupuesto del municipio se incorporen las transferencias que a dichos fondos deberán hacer las empresas de servicios públicos, según el servicio de que se trate, de acuerdo con lo establecido en el artículo 89.2 de la presente Ley. Los recursos de dichos fondos serán destinados a dar subsidios a los usuarios de estratos 1, 2 y 3, como inversión social, en los términos de esta Ley.[…]” Subraya la Sala 


� Artículo  7o. El artículo � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=2752" \l "89.8" �89.8� de la Ley 142 de 1994 quedará así:


"Artículo 89.8. En el evento de que los 'Fondos de Solidaridad y Redistribución de Ingresos' no sean suficientes para cubrir la totalidad de los subsidios necesarios, la diferencia será cubierta con otros recursos de los presupuestos de las entidades del orden municipal, distrital, departamental o nacional".





� Artículo 99. Forma de subsidiar. Las entidades señaladas en el artículo 368 de la Constitución Política podrán conceder subsidios en sus respectivos presupuestos de acuerdo a las siguientes reglas:


“…


99.6. La parte de la tarifa que refleje los costos de administración, operación y mantenimiento a que dé lugar el suministro será cubierta siempre por el usuario; la que tenga el propósito de recuperar el valor de las inversiones hechas para prestar el servicio podrá ser cubierta por los subsidios, y siempre que no lo sean, la empresa de servicios públicos podrá tomar todas las medidas necesarias para que los usuarios las cubran. En ningún caso el subsidio será superior al 15% del costo medio del suministro para el estrato 3, al 40% del costo medio del suministro para el estrato 2, ni superior al 50% de éste para el estrato 1.


� Regulación integral de los servicios públicos de Acueducto, Alcantarillado y Aseo.


� Por la cual se adiciona la resolución CRA número 151 de 2001, en relación con el establecimiento del plazo, las condiciones y celeridad para que las entidades prestadoras de los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y aseo alcancen los límites establecidos en la Ley 142 de 1994, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 632 de 2000.


�  “89.1. Se presume que el factor aludido nunca podrá ser superior al equivalente del 20% del valor del servicio y no podrán incluirse factores adicionales por concepto de ventas o consumo del usuario”





� La Sala reitera el criterio expuesto en sentencia del 25 de julio de 2013, exp. 19547.





